
        
            
                
            
        

    

   













En reconocimiento a José Antonio Sánchez por su determinación en defender la independencia fundacional de El Confidencial, que, ya con veinticinco años de trayectoria, ha innovado el modelo informativo y editorial de los periódicos en España.







Introducción

LA HUELLA DE SÁNCHEZ







«¿Qué dirá de mí la historia?».

Pedro Sánchez a Màxim Huerta, junio de 2018







El principio del fin del sistema constitucional de 1978 tiene una fecha: el 1 de junio de 2018. Ese día el Congreso de los Diputados invistió como presidente del Gobierno a Pedro Sánchez mediante una exitosa moción de censura a Mariano Rajoy. El Partido Socialista Obrero Español (PSOE) se conjuró con varios grupos parlamentarios antisistema y dio comienzo el régimen actual que, durante varias legislaturas, ha desactivado paulatinamente el equilibrio de poderes y las garantías del funcionamiento democrático del Estado de derecho.

El rastro histórico de la gestión de Sánchez y de sus gobiernos, siempre apoyados por la extrema izquierda y los partidos secesionistas catalanes y vascos, ha dejado una huella cargada de presente y de proyección futura, en los términos en los que a este concepto se refirió el filósofo Walter Benjamin. Aunque transcurra el tiempo y traten de revertirse los efectos de sus mandatos, la muesca histórica permanecerá de manera indeleble. Porque, entre otras muchas razones, Sánchez, con sus decisiones y comportamientos, ha creado unos precedentes que pueden repetirse en futuros escenarios políticos, amparados por el valor del uso o de la costumbre. En palabras del filósofo y jurista Javier Gomá, las «instituciones son costumbres organizadas, un lugar donde la gente comparte una forma de ser reglada, de tal modo que, si las instituciones solo se basan en las leyes, son papel mojado».

Concluya cuando concluya la gobernación de Sánchez, lo cierto es que sus mandatos ya han creado usos derogatorios esenciales de la Constitución de 1978 y han establecido las condiciones de un modelo de régimen personalista y arbitrario. Ha podido permanecer en el poder sin presentar los Presupuestos Generales del Estado; ha logrado mantenerse en la presidencia del Gobierno sin mayoría parlamentaria; ha colonizado las instituciones y organismos públicos sin la más mínima resistencia del sistema; ha validado sus decisiones mediante la intervención de un órgano de garantías constitucionales infiltrado de colaboracionistas que, con una serie de sentencias estratégicas, ha alterado la naturaleza normativa de la Constitución; ha mentido impunemente al electorado, pactando para ser investido todo lo contrario de lo que le prometió cumplir y, entre otros muchos comportamientos jurídica y políticamente impúdicos, ha dinamitado la exigencia de la responsabilidad política. Con todo ello, ha creado un capital de mores (costumbres) que dejan sin efecto los mandatos constitucionales, sustituyéndolos por medidas que se legitiman en los recursos dialécticos del populismo: el mayoritarismo y el decisionismo del líder.

En las páginas que siguen se describe cómo de profunda es la huella de los gobiernos de Sánchez y cómo de irreversibles serán sus consecuencias, aunque le suceda otro presidente que con diferente apoyo parlamentario trate de revertir el régimen que, con propiedad, se ha dado en denominar «sanchista». Referencias de lo que ocurre en España pueden detectarse en otros países. El asalto impune al Capitolio en Washington en enero de 2021 representaría paroxísticamente una verdadera implosión democrática. Distinta pero no distante de la también impunidad implosiva de los golpistas en Cataluña, primero indultados, luego amnistiados y, al tiempo, introducidos como determinantes en la gobernación del Estado en un zigzag histórico realmente imprevisible, pero tan cierto como desolador.

La gran cuestión es esta: ¿sigue siendo válida a todos los efectos la Constitución de 1978? La respuesta ya no es tan asertiva como hace apenas unos lustros. Si los gobiernos de Sánchez están siendo posibles con la vigencia formal del texto constitucional, entonces es que esta carece de resortes de respuesta a la arbitrariedad. Pero, quizá, la pregunta precisa sería distinta: ¿alguna Constitución dispone de capacidades para evitar la deslealtad en su cumplimiento? La sombra de la abatida constitución de Weimar responde: ninguna. De ahí, la perspicacia de Javier Gomá al advertir de que las instituciones son costumbres organizadas. Y la costumbre constructiva, siendo una fuente del Derecho, implica sobre todo una voluntad leal al espíritu de la ley y a las demandas éticas más básicas de la convivencia.

En España, la huella de Sánchez y sus gobiernos es la de la deslealtad hacia la Constitución de 1978. Simulando que permanece fiel a sus mandatos, ha erigido un régimen que, de hecho, ignora sus preceptos. Esa es la razón por la que vivimos, como los alemanes en 1933 o los norteamericanos en 2021, el «síndrome de 2018», el principio del fin del propósito de la Transición, el más extraordinario logro cívico de los españoles en su reciente historia.

En un luminoso y breve ensayo, Julián Marías se preguntó cómo pudo ocurrir que los españoles nos enfrentásemos en una cruenta guerra civil. Su respuesta reclama reflexión para este momento nacional: «Se produjo la voluntad de no convivir, la consideración del otro como inaceptable, intolerable, insoportable». Pues bien, esa estrategia de colisión incívica es la que ha empleado Sánchez para instalar la dinámica amigo-enemigo y justificar su proyecto: el muro. 

Walter Benjamin, en la teoría de la huella histórica, tomaba en consideración las artes, las letras y los monumentos. La empalizada del sanchismo ha sido su huella, su monumento, y convoca a España, otra vez, a destruirla para regresar a la unidad perdida. Pero para poder hacerlo, si fuese todavía posible, hay que saber cuándo, cómo y por qué desde 2018 hasta el presente se ha pervertido el sistema constitucional y se ha sustituido por un régimen iliberal. Este relato intenta ofrecer respuestas.

En el encabezamiento de cada uno de los siguientes capítulos se reproduce un aforismo de Stefan Zweig, autor de El mundo de ayer, seleccionados por Juan Parra en una excelente relación temática de los mejores párrafos de su obra. Tiene sentido recuperar aquí las reflexiones del escritor austríaco porque, acaso, la Transición y su breada política, social y cultural haya sido nuestro particular y perdido «mundo de ayer». 
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LOS AÑOS DE LA DESTRUCCIÓN







«España es solo una unidad cartográfica: en realidad está escindida en dos partes casi diametralmente opuestas que, a su vez, se descomponen en un millar de contrastes distintos».







El último estertor de la Transición se produjo el 11 de junio de 2014. Alfredo Pérez Rubalcaba, secretario general del PSOE, que falleció precozmente en mayo de 2019, pronunció un histórico discurso en el Congreso de los Diputados para expresar el apoyo del grupo parlamentario socialista a la Ley Orgánica de Abdicación de Juan Carlos I. En la intervención del político cántabro podían detectarse ya los síntomas de una alarma nacional que, sin embargo, fueron entendidos como un mero recurso oratorio. Nadie pareció percatarse de que uno de los hombres con más lucidez política y sentido institucional del socialismo refundado por Felipe González en 1974 estaba entonando un elogio funerario al sistema constitucional de 1978 del que apenas dos años después Pedro Sánchez desvincularía a la izquierda española.

Rubalcaba recordó en su discurso lo siguiente: 



España, en estos treinta y cinco años, ha tenido monarquía y democracia. En España, en estos treinta y cinco años, ha gobernado la izquierda y la derecha. En España, en estos treinta y cinco años hemos sido capaces de llevar el proceso más profundo de descentralización administrativa y política de nuestra historia. Treinta y cinco años después, los socialistas seguimos sin ocultar nuestra preferencia republicana, pero nos seguimos sintiendo compatibles con la monarquía parlamentaria. En resumen, el Partido Socialista, que tiene ciento treinta y cinco años, cumple sus acuerdos. No va a romper el consenso constitucional, y, si un día estima pertinente que ese consenso se revise para sustituirlo por otro, lo hará a través de los cauces pactados, de los cauces legales. Nadie nos va a apartar del cumplimiento de la Constitución, nadie; tampoco a la hora de abordar sus reformas. Todas las propuestas de reforma son posibles. Todas merecen una discusión. Pero su aprobación debe seguir los cauces que esta Cámara estableció y que los españoles ratificaron en referéndum. 

Hoy, pues, nuestro voto positivo es también una ratificación del consenso alcanzado durante nuestra Transición sobre la forma política del Estado.



En realidad, esta disertación más que una exaltación del consenso constitucional contenía los acentos de un obituario político. Afirmaba la lealtad del socialismo a la Transición, pero intuyendo que decaería. Por eso advertía de que cualquier modificación de la planta constitucional requeriría del escrupuloso cumplimiento de los procedimientos de reforma previstos en la Carta Magna. El esfuerzo de Pérez Rubalcaba para que, en el momento más crítico para la Corona, el PSOE se mantuviese en la observancia de sus compromisos históricos delataba la movilización en la izquierda española de fuerzas muy activas que los desdeñaban.

La propia figura de Pérez Rubalcaba resultaba contradictoria, como él mismo llegó a reconocer en privado. Porque formó parte del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero que en 2007 abrió una brecha impensable: la conocida como primera Ley de Memoria Histórica, que, con un afán revisionista inédito, ponía en cuestión el proceso que cristalizó en la Constitución de 1978. Aquel texto fundacional de la democracia no hubiera sido posible sin la amnistía de 1977 y sin la legalización de todos los partidos políticos. Acaso tampoco sin el reconocimiento de la Generalitat republicana en la persona de Josep Tarradellas, que regresó a España también en 1977, legitimando el proceso transicional de la dictadura a la democracia que el país recorrió en solo tres años, entre 1975 y 1978. La norma memorial desbarataba el pacto de perdón, que no de olvido, que suscribieron las generaciones constituyentes españolas.

Pérez Rubalcaba, el mismo que jugó un papel crucial en el buen final de la abdicación de Juan Carlos I, el mismo que reformuló con sinceridad la vinculación del PSOE con la Constitución y la forma monárquica parlamentaria del Estado, desempeñó con Rodríguez Zapatero responsabilidades máximas. Fue portavoz, ministro del Interior y vicepresidente en sus gabinetes. Y es indiscutible que la agonía de la Transición comenzó en el periodo 2004-2011 bajo los mandatos de Zapatero y Rubalcaba, y que la Ley de Memoria Histórica fue una de las herramientas que reventó el pacto constitucional. También lo hizo el nuevo Estatuto de autonomía para Cataluña de 2006, cuya revisión por el Tribunal Constitucional en 2010 engendró el proceso soberanista catalán que culminó en la declaración unilateral de independencia por Carles Puigdemont en octubre de 2017.

El sucesor de Pérez Rubalcaba en la secretaría general del PSOE en 2014 —aplazó su retirada de la política activa a petición del rey Juan Carlos I para que patronease al PSOE en el difícil trance de su abdicación— resultó ser Pedro Sánchez. Este recibió el apoyo de toda la nomenklatura socialista, incluido el de Rubalcaba, frente a Eduardo Madina, al que se tenía por indócil y radical. El bilbaíno no fue nunca el candidato preferido de Felipe González, pese a sus enfáticas declaraciones del 12 de junio de 2025, con motivo del acto de entrega de la V edición del premio que recuerda a Rubalcaba, en las que afirmaba lo contrario: «En mi cabeza y en mi corazón, sigue siéndolo». Tanto para González como para Rubalcaba el candidato deseado en las primarias de 2014 fue Pedro Sánchez Pérez-Castejón. 

Si Sánchez resultó elegido fue por el respaldo de la llamada «vieja guardia» del PSOE y de Rodríguez Zapatero, que intuyó en Sánchez las potencialidades que luego demostró. La participación en esas elecciones de un representante del ala más izquierdista del partido —José Antonio Pérez Tapias, de Izquierda Socialista— fue ideada para que drenase apoyos a Eduardo Madina, favoreciendo la opción oficialista de Pedro Sánchez. 

Rubalcaba, pero también otros dirigentes del PSOE, jamás llegaron a suponer que Pedro Sánchez se convertiría en el personaje que se reveló en octubre de 2016, en aquel comité federal en el que fue obligado a renunciar a la secretaría general de la organización. Sánchez fue un mal cálculo de los que ahora se lamentan de su error, y de muchos otros que militan acríticamente en el patriotismo de partido, el fundamento de una servidumbre voluntaria que le prestan silenciosamente los cuadros socialistas, con escasas excepciones.

Se dijo de Sánchez que «no vale, pero nos vale», y en ese sintagma residió la equivocación. No hubo en el PSOE tradicional un dolo directo en patrocinar a Sánchez, pero sí una imprudencia temeraria. Y algo más: la inercia de la gestión de Rodríguez Zapatero, primero como secretario general del partido desde el año 2000 y luego como presidente del Gobierno entre 2004 y 2011. Su gestión propició una energía negativa que alcanzó el punto álgido con Pedro Sánchez en 2018, cuando el redivivo líder logró por primera vez en la historia democrática que prosperase una moción de censura constructiva contra Mariano Rajoy, con el apoyo explícito de las fuerzas políticas que impugnaban, precisamente, el compromiso histórico del PSOE con la Constitución y con la monarquía parlamentaria que, como se ha apuntado, había asegurado Rubalcaba en su discurso del 11 de junio de 2014 en el debate de la ley de abdicación de Juan Carlos I. 

Pedro Sánchez, sin embargo, no fue una figura emergente solo por un error de cálculo de la vieja guardia del PSOE, aunque también. Ni siquiera fue la consecuencia de la gestión de Rodríguez Zapatero, aunque también. Tampoco, en fin, Sánchez fue la némesis de personalidades con pretensiones hiperbólicas, como las que, en su momento, exhibió Susana Díaz. Sánchez es el producto de dos factores: en primer lugar, el abandono por parte de la izquierda y por buena parte de la sociedad española de su identidad política e histórica y, en segundo lugar, el olvido de los esfuerzos para superar, sin violencia y venganza, la dictadura franquista y la guerra civil, que marcan de forma indeleble el inconsciente colectivo de los españoles. 

La izquierda, lentamente con Rodríguez Zapatero, de modo disruptivo y rápido con Sánchez, levó anclas del pacto constitucional y emprendió un camino todavía sin destino seguro, pero sí tentativo: ajustar cuentas con un franquismo que, según un extendido criterio, salió indemne en 1978, obteniendo la derecha una doble victoria, la de cerrar el régimen del Caudillo (1939-1975) sin ruptura y la de instalarse sin peaje en la democracia liberal bajo la forma de la monarquía parlamentaria. La emotividad revanchista, un poso de rencor mal contenido, se percibe de continuo en el objetivo de mantener permanentemente confrontada a la sociedad española. La metáfora del muro —expuesta por Sánchez en el debate de su investidura en noviembre de 2023— absorbe y resume la vigencia del antagonismo como método de ejercicio y conservación del poder.

Sin embargo, esta suerte de rebelión contra los mayores prescriptores del llamado PSOE tradicional no dejaba de ser una grave invención histórica. La ha denunciado, con una repercusión menor de la que merece, el catedrático de Historia Contemporánea de la Universidad Complutense de Madrid y académico de número de la Real Academia de la Historia Juan Francisco Fuentes. En su discurso de ingreso en la Academia, el 24 de noviembre de 2024, reivindicó «la idea de España en el exilio republicano», en absoluto coincidente con la plurinacionalidad confederativa que parece haber poseído a la izquierda de nuestro país. Decía Fuentes que «la visión, a menudo autocompasiva, que tiene de sí misma la España vencida en 1939 suele partir de una concepción fatalista de la historia que convierte el exilio en peripecia de un pueblo maldito expulsado de su patria y obligado a vagar por el mundo». En ese sentimiento de autocomplaciente persecución echa raíces parte del discurso abrasivo del izquierdismo, incómodo en el marco constitucional de 1978, que ha justificado los desafueros de Sánchez, precedidos por los de Rodríguez Zapatero.

Fuentes recuerda las palabras del dirigente republicano Luis Araquistáin: «El mayor enemigo de la democracia española, un enemigo por lo menos igual a Franco, habéis sido vosotros, los falsos socialistas y agentes de la política soviética en España». Refiere el autor una reflexión epistolar de Sánchez Albornoz bien interiorizada en la izquierda: «Un defecto hispánico muy típico: el no saber perder. Ni socialistas ni republicanos supimos perder y esperar cuando fue necesario. Y por no saber perder y esperar a tiempo lo hemos perdido todo». Se refería el célebre historiador a la intolerancia de las izquierdas republicanas a la victoria electoral en 1933 de las derechas de la CEDA y los radicales que desembocó en la revolución de 1934, tanto en Asturias como en Cataluña, con una asonada en Barcelona que tuvo su reverberación en los hechos de octubre de 2017 en la Ciudad Condal.

Es verdad, cuenta Fuentes, que hubo un «exilio irredento», pero no fue el que predominó, sino que lo hizo el criticismo de Manuel Azaña, denunciador de «nuestros mentecatos, nuestros esquizofrénicos, nuestros visionarios cursis y nuestros memos», y que llegó a la apodíctica conclusión de que «debe evitarse que la República se revalorice en la estimación de las gentes porque sus enemigos son peores». En definitiva, Juan Francisco Fuentes, en ese discurso titulado «La Numancia errante», se pregunta: «¿Cuánto del ejemplo y de los ideales de los exiliados se vio reflejado en la Transición a la democracia posterior a la muerte de Franco?, ¿hasta qué punto la catarsis de algunos, probablemente muchos de ellos, revisando críticamente el papel que desempeñaron en la Segunda República, les permitió vislumbrar el rumbo que seguiría la historia de España a partir de 1975?».

Estas cuestiones han obtenido de la izquierda española actual una respuesta posiblemente diferente a la de las grandes figuras del exilio que sintieron, como dijo Luis García Berlanga, «una atracción fatal por España». Una pulsión ajena a los dirigentes del izquierdismo español de nuestros días que quizá no recuerdan ya el documento del Partido Comunista de España de junio de 1956 titulado «Por la reconciliación nacional, por una solución democrática y pacífica del problema español».

Para entender esta dinámica destructiva de la izquierda, sin embargo, hay que sajar la historia con el bisturí, sin clemencia y sin anestesia, y fijar fechas y señalar acontecimientos. Y esa exégesis del pasado reciente conduce de forma inexorable al mes de marzo de 2004, a los atentados terroristas del día 11 de ese mes y a la gestión de la colosal crisis que desataron en la política española. Porque en aquellas fechas dramáticas la derecha y la izquierda españolas que hasta ese momento venían reconociéndose la legitimidad democrática, asumiendo la alternancia en el sistema, respetándolo, decidieron que el tiempo de la concordia había terminado. Se retiraron las credenciales.

La responsabilidad del Gobierno de José María Aznar fue inmensa porque se amparó, a tres días de las elecciones generales del 14 de marzo, en una versión oportunista de la autoría de los atentados, cuando existían indicios muy sólidos de que no fueron perpetrados por la organización terrorista ETA, como muy inicialmente pareció, autolesionándose al no darse margen para la rectificación. Por otra parte, el relato precipitado de la autoría delictiva se acompañó de una miopía política sobrecogedora. Ni cuando el número de víctimas superó la cincuentena José María Aznar llamó a la oposición para, con ella, ofrecer al país, consternado, una propuesta de certeza, de unidad y de solidaridad. 

La izquierda, en particular el PSOE, reaccionó a los acontecimientos con virulencia. Reaparece en el relato Alfredo Pérez Rubalcaba, que fue quien lanzó la consigna de «los ciudadanos españoles se merecen un Gobierno que no les mienta». Aunque no fue él quien puso en circulación el «pásalo» telefónico que, a modo de convocatoria, echó a la calle a miles de ciudadanos que asediaron las sedes del Partido Popular durante la jornada de reflexión, sí fue, sin embargo, el alquimista de la indignación social que terminó por llevar a la presidencia del Gobierno a José Luis Rodríguez Zapatero. El PSOE ganó las elecciones con 164 escaños y más de 11 millones de votos. El PP, sin llegar a los 10 millones de papeletas, se quedó en 148. 

Pocos días después de los comicios del 14 de marzo de 2004, en una conversación con Mariano Rajoy en su despacho de la sede del partido en la calle Génova de Madrid, me mostró sus apuntes personales con los sondeos elaborados durante la campaña: antes de los atentados, el PP había perdido ya la mayoría absoluta obtenida en las legislativas del año 2000 (186 escaños), pero ganaba con mayoría simple. Después del 11-M, el PP se desplomó. Las llamadas «teorías de la conspiración», de aliento en parte mediático, marcaron la conversación pública y el debate entre los dos grandes partidos hasta que la Audiencia Nacional dictó sentencia en octubre de 2007 sobre la autoría de los crímenes, que atribuyó sin duda razonable a una célula radical islamista.

No sería suficiente, a pesar de todo, localizar en la pésima gestión de los atentados yihadistas de aquel terrible mes de marzo de 2004 la razón del decaimiento del Partido Popular, que en la actualidad sufre un acoso redoblado por el frentismo de las fuerzas políticas, de extrema izquierda e independentistas, que invistieron a Sánchez en noviembre de 2023.

Aunque José María Aznar fue el único presidente que se autolimitó a dos mandatos, se confundió al reservarse la facultad personal de designar a su sucesor, que fue, finalmente, Mariano Rajoy, en competición con Rodrigo Rato y Jaime Mayor Oreja. Durante aquella segunda legislatura de Aznar, José Luis Rodríguez Zapatero, líder de la oposición, fue corrigiendo el rumbo del PSOE con políticas opuestas a las de sus predecesores, y estableciendo las bases de una relación con el Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC), entonces dirigido por Pasqual Maragall, que estuvieron en el origen de lo que hoy se denomina «sanchismo». También intuyó que un estado de permanente tensión política y social creaba una densidad polarizadora que le favorecía y lo estimuló tanto cuanto pudo.

Zapatero se comprometió con el primer secretario de los socialistas catalanes y luego presidente de la Generalitat de Cataluña, Pasqual Maragall —ya entonces apoyado en una coalición con ERC—, a elevar para su aprobación un nuevo Estatuto de Autonomía a las Cortes Generales, que sería el que acordase el Parlamento catalán. Ese fue el pacto para alcanzar la secretaría general del partido y ganarle por la mano a José Bono, otro personaje turbio de la retaguardia del sanchismo. Ya con el PSOE en el poder en 2004, con el inestimable concurso del PSC, se aprobó el nuevo texto autonómico en 2006, pero el Congreso lo «cepilló», en expresión de Alfonso Guerra, y el Tribunal Constitucional, cuatro años después, en 2010, lo revisó declarando inconstitucionales catorce artículos —los más esenciales, según el criterio del PSC— y varias otras «interpretaciones conformes», tanto de expresiones contenidas en su prólogo —cómo debía entenderse la mención de que Cataluña «es una nación»— como en determinados mandatos normativos. La demora del Constitucional, que dictó sentencia después de que el texto autonómico fuera refrendado el 18 de junio de 2006, introdujo una disfunción en el itinerario legislativo previsto para los estatutos de autonomía en la Constitución.

José Montilla, sucesor socialista de Maragall en la Generalitat, gobernando también con ERC, lanzó a la gente a las calles de Barcelona contra el Constitucional y su sentencia, pero tuvo que retirarse de la concentración para preservar su integridad física y comenzó así formalmente el denominado procés soberanista. Culminaría siete años después, en octubre de 2017, con una fugaz declaración de independencia de Cataluña, previa sedición y posterior fuga de Carles Puigdemont, quien se alzó desde 2018 como auténtico factótum de la política española bajo las sucesivas presidencias de Pedro Sánchez. Huido de la justicia, pero incluso con incursiones presenciales como la de agosto de 2024 en Barcelona. Entonces, en cumplimiento de un pacto entre el Gobierno y la Generalitat, cerrado por Félix Bolaños y Pere Aragonés, no fue detenido ni por los Mossos d’Esquadra, los competentes para ello, ni por los otros cuerpos policiales a los que correspondía la vigilancia de la frontera. Las dos euroórdenes libradas por el juez instructor del Supremo, Pablo Llarena, para la detención y entrega del expresidente de la Generalitat, fracasaron. La justicia belga no la atendió en absoluto y la alemana aprobó la entrega a España, pero solo para ser juzgado por un delito de malversación, lo que resultó inaceptable para el magistrado. Puigdemont siguió en libertad.

En la cortina de humo que desprendió el incendio estatutario no se dejaron ver, sin embargo, las más profundas razones del procés, que remitían todas ellas al fracaso del nacionalismo catalán de Jordi Pujol en la gestión de una comunidad poseída por el impulso identitario, frustrado y frustrante, que despilfarró la energía con la que Cataluña había sido una de las protagonistas en los años de la Transición. Las clases dirigentes de Barcelona, infiltradas en el PSC de la exquisitez progresista de los hermanos Maragall, pretendieron reformular, sin conseguirlo, las reglas del juego con las que, sencillamente, no ganaban el partido ni dentro ni fuera de Cataluña. La corrupción del tres per cent —mordidas de ese porcentaje en las adjudicaciones de obras y servicios públicos— y la corrupción fiscal de la familia Pujol confesada en julio de 2014 fueron los ingredientes adicionales de una sensación colectiva de profundo fracaso histórico en Cataluña. Y a ese juego letal entró sin prevención alguna el PSOE. 

El socialismo de Rodríguez Zapatero, ya en una senda de heterodoxia, estaba gestando lo que, años después, ha sido el régimen excepcional en el que vive España con Pedro Sánchez en la presidencia del Gobierno. Entre las elecciones del año 2000 —año en el que Zapatero accedió al liderazgo del PSOE— y las del 2011 —en las que el líder socialista no se presentó como candidato y el zapaterismo perdió el poder—, se consumó el acuerdo de exclusión institucional de la derecha política española mediante el Pacto del Tinell (2003). También se fortaleció el eje PSOE-PSC, según el cual los socialistas catalanes se presentaban como alternativa a la Convergència i Unió de Pujol —veintitrés años en la presidencia de la Generalitat, desde 1980 hasta 2003—, no solo emulándolo, sino tratando de superarlo en sus reivindicaciones nacionalistas. También se instaló la idea del revisionismo de la Transición con la «memoria histórica» —luego rebautizada por Sánchez en 2022 como «democrática»—. Además, se alteró el paradigma de la política exterior española. Con Rodríguez Zapatero nace el buenismo político, el rechazo a la hegemonía de Estados Unidos, el «no a la guerra» como expresión de un renovado pacifismo y la Alianza de Civilizaciones como modelo de referencia para introducir el progresismo con la presencia de España en la esfera internacional. Y, por fin, se revitalizó de manera tóxica la cuestión catalana. En el paroxismo del problema catalán, siempre irresuelto, Rodríguez Zapatero remedó a Manuel Azaña, mientras que Rajoy hizo lo propio con Ortega y Gasset. Dos propuestas simétricas a las de aquellas figuras históricas en el debate en el Congreso en 1932, durante la Segunda República, sobre el primer Estatuto de Autonomía catalán. Zapatero se mostró tan optimista y falsamente incauto como Azaña —ingenuidad de la que luego el ateneísta se dolió amargamente—, y el popular Rajoy se presentó tan resignado, aunque no tan perspicaz, como Ortega y Gasset, que propugnó la «conllevancia», asumiendo que «ontológicamente» el problema catalán era irresoluble. 

¿Qué sucede ahora en Barcelona y en Madrid? Salvador Illa, como Maragall, como Montilla, gobierna con el apoyo de ERC, y Sánchez lo hace en Madrid también con el partido de Junqueras. La historia no se repite, pero rima. Nada es absolutamente nuevo ni absolutamente viejo. No es nueva la efervescencia de la cuestión territorial —mal resuelta por la Constitución de 1978 y deslealmente manejada por el sanchismo— ni lo es el anacrónico secesionismo catalán, recurrente y chantajista, sobre cuya esterilidad han advertido los más paradigmáticos ensayistas e historiadores catalanes. 

El fracaso último de Rodríguez Zapatero se produjo en su segundo mandato (2008-2011), pero no por sus políticas domésticas, que sus predecesores en el PSOE empezaban a no reconocer como propias del partido fundador del statu quo de 1978, sino por el autismo político del presidente que se negó tozudamente a reconocer que España, en el contexto de la crisis del 2008, había entrado en recesión económica. Esta crisis abrió las puertas a otra mayoría del Partido Popular (186 escaños) y causó un pésimo registro electoral del PSOE: solo 110 diputados. El partido había quedado en manos de Alfredo Pérez Rubalcaba. En febrero de 2012, el cántabro fue elegido secretario general del PSOE en dura competición con Carme Chacón. Se encargó así de una dura travesía en el desierto del principal partido de la oposición, porque hubo de administrar la herencia negativa que le legó Rodríguez Zapatero, pero haciéndolo desde la debilidad parlamentaria y orgánica, y con un país ya instalado en el revisionismo y el deterioro institucional.

Salvo algunas figuras —que se consideraban amortizadas y que luego fueron disidentes del sanchismo— el equipo de Rubalcaba fue el de su predecesor y luego, en buena medida, el de Pedro Sánchez. Entre estos destaca una figura que volverá a aparecer en estas páginas, Miguel Barroso, fallecido en 2024, secretario de Estado de Comunicación en los primeros compases del zapaterismo y marido de la entonces ministra de Defensa socialista, Carme Chacón. Barroso fue el urdidor de una estrategia de comunicación basada en las técnicas del relato, el neolenguaje progresista y los hechos alternativos; también el más inteligente y sofisticado de los asesores de Rodríguez Zapatero, y, sin duda, el que le ayudó de manera decisiva a perfilar su estereotipo y construir su perfil, logrando que el «bobo solemne» —Mariano Rajoy dixit— se transformase en un líder. Tiempo después, Zapatero fue rescatado por Sánchez y formó con él una sociedad de recíprocas prestaciones, convirtiéndose en una referencia, turbia, eso sí, en las relaciones de España con Marruecos, Venezuela y China.
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